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I) NOVEDADES NORMATIVAS

Son escasas las novedades normativas que se presentan con publicación entre los días 1 de enero y 25 de marzo de 2008. Ello obedece a diversas razones, entre las que se encuentran, la ubicación temporal de este informe en el período de disolución de las Cortes Generales inmediatamente anterior a las Elecciones Generales de marzo de 2008, por un lado, y el tradicional vacío en normas financieras y tributarias propio del primer trimestre de cualquier año, por otro lado. Me limito pues a reseñar una única novedad de fuente estatal. 

1. Estado

Resolución de 3 de marzo de 2008, de la Dirección General de Coordinación Financiera con las Entidades Locales, por la que se desarrolla la información a suministrar por las Corporaciones Locales relativa al esfuerzo fiscal y su comprobación en las Delegaciones de Economía y Hacienda. (BOE núm. 62, de 12/03/2008)

La presente resolución desarrolla el art. 93 de la Ley de Presupuestos Generales del Estado para 2008, precepto que establece la fórmula del esfuerzo fiscal de los municipios, necesario para proceder a la liquidación definitiva de la participación de los municipios en los tributos del Estado. Como se conoce, las corporaciones locales deben presentar la información en las Delegaciones Provinciales de Economía y Hacienda, siendo la fecha límite la de 30 de junio. La presentación puede realizarse en papel o electrónicamente. 

La resolución que se comenta cumple la función de facilitar a los Ayuntamientos el cumplimiento de esta obligación. A tal fin:

· sistematiza con precisión la información básica y complementaria que ha de suministrarse;

· desarrolla las características formales de la remisión de dicha información; 

· regula la comprobación de la información suministrada; 

· detalla la remisión de esta información a la Dirección General de Coordinación Financiera con las Entidades Locales; y

· prevé la eventualidad de prorrogar plazos.

II) NOVEDADES JURISPRUDENCIALES

1. Tribunal Constitucional

Durante el período al que se refiere este informe se han dictado algunas sentencias y autos de interés. Añadimos otros correspondientes a 2007 que no fueron comentados con anterioridad. Reseñamos los siguientes. 

Sentencia núm. 32/2008, de 25 de febrero. Sala Primera.

El Tribunal Constitucional otorga el amparo a la entidad recurrente, a la que el Ayuntamiento de Madrid había providenciado en apremio por sanciones de tráfico. Como en otras ocasiones, el Tribunal entiende que siendo el emplazamiento edictal un remedio último de carácter supletorio y excepcional, responde a la diligencia mínima exigible a la Administración sancionadora, antes de acudir a la vía edictal, intentar la notificación en el domicilio social que aparezca inscrito en el Registro Mercantil en los casos en que resulte frustrada la notificación personal en el domicilio que figure en el Registro de Vehículos. Más cuando a este documento se dirigen luego las actuaciones en vía ejecutiva.

Se consideró vulnerado el derecho a la defensa y a ser informado de la acusación reconocido en el art. 24 de la CE.
Auto núm. 322/2007, de 3 de julio. 

El Tribunal Constitucional, mediante auto de 3 de Julio de 2007, inadmite conflicto en defensa de la autonomía local interpuesto por el Ayuntamiento de Toledo en relación con el canon de aducción por la prestación a distintos municipios del servicio de abastecimiento de agua en alta establecido por la Comunidad Autónoma. Según el Tribunal Constitucional, el municipio que plantea el conflicto carece por sí solo de legitimación para hacerlo, pues no es el destinatario único de la disposición cuestionada, resultando intrascendente el hecho de que con la demanda se aporten los acuerdos plenarios de otros municipios en el mismo sentido.

El conflicto se había planteado contra el precepto de la Ley de Presupuestos que fijaba la tarifa para el año 2007. Se decía vulneraba el art. 134.7 de a Constitución (prohibición de determinadas medidas tributarias en la esta Ley de Presupuestos) así como la autonomía local constitucionalmente garantizada, en especial, en su vertiente financiera.

En lo relativo a la vulneración del principio constitucional de autonomía local, el escrito de promoción argumenta que el incremento del canon, decidido unilateralmente y sin justificación por la Comunidad Autónoma, iba en contra de la buena fe que ha de regir la relación entre las Administraciones públicas, y explica los antecedentes del sistema de abastecimiento. Decía el Ayuntamiento que el incremento del gravamen reduciría su capacidad efectiva para gestionar el servicio de abastecimiento domiciliario de agua con el consiguiente perjuicio para los ciudadanos.

Auto núm. 407/2007, de 6 de noviembre. 

Mediante este auto, el Tribunal Constitucional inadmite a trámite la cuestión de inconstitucionalidad deducida por el TSJ de La Rioja. La cuestión se había planteado respecto una tasa regional que recaía sobre la tramitación de planeamiento urbanístico y de la cual eran sujetos pasivos los Ayuntamientos. Se imputaba a la tasa autonómica:

· la vulneración de los arts. 31.1 y 133.2 CE y 7 de la LOFCA, por haberse establecido una tasa como consecuencia de la aprobación de disposiciones normativas de carácter general; 

· la vulneración del art. 24 CE, por regularse por una norma con rango legal esta figura, en  vez de por una norma reglamentaria, lo que impediría su impugnación por los interesados ante los órganos judiciales ordinarios.

El Tribunal Constitucional califica la cuestión de notoriamente infundada. Y no es para menos. 

De un lado, considera que aunque la actividad administrativa en materia de urbanismo sea una potestad administrativa que atiende a los intereses generales, no es menos cierto que en los instrumentos urbanísticos aprobados, modificados o revisados a instancia de parte el servicio prestado o la actividad realizada afecta, beneficia o se refiere de forma singular a un sujeto. 

De otro lado, el Tribunal Constitucional le hace ver a la sala de La Rioja la ausencia de una reserva de reglamento en el ordenamiento español.

En una reciente editorial de una revista tributaria se ha hablado del “cazador cazado”, refiriéndose al Ayuntamiento afectado. El editorialista se centra en que en la situación habitual son los Ayuntamientos los que exigen a los vecinos cargas injustificadas.

Yo iría más a lo concreto, y me referiría a estas tasas urbanísticas en concreto, para cuya exacción los Ayuntamientos encuentran notables dificultades precisamente ante el rechazo que genera que la actividad gravada no se considere de “interés particular”. Sin embargo, puede abrirse una lectura más positiva para los Ayuntamientos, en el sentido de que el Tribunal Constitucional parece estar admitiendo la legalidad de las tasas por tramitación y redacción de instrumentos urbanísticos, cuestión esta normalmente rechazada por los tribunales.

Auto núm. 28/2008, de 28 de enero

También incide sobre la hacienda local el Auto que figura en la rúbrica, aunque no explicaré su contenido, relativo a un episodio acabado: un régimen transitorio relativo a la nueva notificación de liquidaciones anuladas en el Impuesto sobre Bienes Inmuebles. 

A la recurrente no se le otorgó el amparo.

2 Tribunal Supremo

Aunque la doctrina del Tribunal Supremo sobre la hacienda local no es muy abundante, sí podemos aportar algunas sentencias. Si no se dice otra cosa, son sentencias del orden contencioso-administrativo, que serán comentadas por orden de fecha.

La sentencia de 30 de mayo de 2007 (ponente Martín Timón, RJ 6822), dictada a resultas del recurso de casación presentado por la Federación Gallega de Municipios y Provincias, lo estima declarando nulo de pleno derecho el precepto contenido en el Reglamento que desarrolla la Ley del Catastro Inmobiliario que excluía a los bienes destinados a la producción de energía eléctrica que no se incluyan en régimen ordinario (como las instalaciones eólicas) de la consideración de Bienes Inmuebles de Características Especiales. Se basa en la extralimitación de la norma reglamentaria. Por lo tanto, su gravamen en el IBI podrá realizarse de acuerdo con lo que se prevea para dichos bienes. Deja clara la legitimación de este tipo de asociaciones para instar recursos de estas características.

Mediante sentencia de 18 de junio de 2007 (ponente Fernández Montalvo, RJ 3410), el Alto Tribunal desestima el recurso de casación formulado por un Ayuntamiento aragonés contra sentencia del TSJ de Aragón. Declara la incompatibilidad de la tasa general por utilización privativa o aprovechamiento especial del dominio público local con la tasa especial que se exige a las compañías que prestan servicios de interés general. La compatibilidad que se fija expresamente en la Ley se refiere a tasas por servicios o actividades (como la tasa por otorgamiento de licencias de obras).

La sentencia de 24 de octubre de 2007 (ponente Maurandi Guillén, RJ 7246) estima el recurso de casación interpuesto por un Ayuntamiento contra la sentencia del TSJ que había anulado el aumento de gastos de personal de su presupuesto general respecto al ejercicio anterior, por entenderlo superior al permitido (un 1,8 % para ese año). Dice el Tribunal Supremo que la comparación debe formalizarse en términos de homogeneidad, tanto respecto a efectivos de personal como a su antigüedad. La razón fundamental del fallo estriba en considerar que la carga probatoria correspondía, en el caso de autos, no al Ayuntamiento cuyo presupuesto se impugna, sino a la Administración (estatal) que lo recurrió. Algún parentesco ofrece con ella la sentencia de 19 de noviembre de 2007 (ponente Díaz Delgado, RJ 8402). Entiende correcta la anulación del Presupuesto municipal en lo que concierne al capítulo de gastos de personal, partida elaborada sin el más mínimo respeto a lo regulado en la Ley. El recurso inicial había sido deducido por el Presidente del Comité de Empresa, al que se le da razón, entre otras circunstancias, por la falta de negociación de la relación de puestos de trabajo (RPT) y, por ende, la vulneración del derecho a la libertad sindical. Advierte el Alto Tribunal que la RPT vincula necesariamente el contenido de los presupuestos, de tal suerte que no só válidos unos presupuestos contra la RPT, ni pueden éstos crear, modificar o suprimir plazas previstas en la misma. 

Con la sentencia de 25 de octubre de 2007 (ponente Frías Ponce, RJ 8172), el Alto Tribunal se pronuncia sobre los criterios para la fijación de la cuantía en recursos deducidos sobre el IAE, a los efectos del recurso de casación. Dice el Tribunal Supremo, que versando el recurso sobre un acto de gestión censal del tributo, al discutirse en el mismo la inclusión en el censo por un determinado epígrafe, la cuantía ha de calcularse exclusivamente en función de la cuota de tarifa o mínima, sin considerar las cantidades (mayores o menores) que puedan ser generadas a través de los coeficientes y bonificaciones regulados en las correspondientes Ordenanzas Fiscales. 

La sentencia de 5 de noviembre de 2007 (ponente Garzón Herrero, RJ 8721) se centra en un recurso deducido por un Ayuntamiento contra la Ordenanza Fiscal dictada por otro Ayuntamiento reguladora de las tasas por la prestación de los servicios públicos de agua y alcantarillado. Siendo pues el primero –o quizá sus vecinos- destinatario de los servicios prestados por el segundo. Se habla en la sentencia de contratos suscritos entre ambos y de promesas de creación de órganos supramunicipales para la gestión de tales servicios; pero la sentencia contrae su análisis al estudio de la Ordenanza Fiscal. El recurso se desestima, sin que se haya podido probar por la recurrente la infracción de la ecuación coste-rendimiento, entendiendo posible que la tarifa exigida a los residentes en el primero sea superior que la exigida a los del segundo, ya que no proceden de costes homogéneos. Lo que me parece dudoso a la vista de otras sentencias es que la fórmula financiera adecuada en estos casos en los que las actividades se efectúan fuera de la demarcación local sea la tributaria.

Y con la sentencia de 17 de diciembre de 2007 (ponente Frías Ponce, RJ 9145), el Tribunal Supremo pone de manifiesto la corrección del apoderamiento efectuado a la normativa reglamentaria para determinar las ponencias de valores catastrales, así como el desarrollo reglamentario efectuado.

3 Audiencia Nacional 

Las sentencias de la Audiencia Nacional son relevantes tanto por la existencia de recursos presentados por corporaciones locales contra actuaciones de la Administración Central del Estado, como por la existencia de recursos contra resoluciones  del Tribunal Económico-Administrativo Central, dada la competencia de esta jurisdicción en cuanto a catastro (e indirectamente, IBI) e Impuesto sobre Actividades Económicas.

Sin embargo la sentencia que comentamos hoy trata del IVA. Se trata de la sentencia de 7 de diciembre de 2007, que falla la sujeción al IVA de la prestación de servicios de recogida de basuras y saneamiento de aguas en el área de Zaragoza, por la que el Ayuntamiento cobra una tasa, dado que la prestación material de estos servicios se realiza a través de concesionarias. Lo que permite al Ayuntamiento deducirse el IVA soportado.

4. Tribunales Superiores de Justicia

B) Cataluña

La sentencia de 15 de marzo de 2007 (ponente Táboas Bentanachs, JT 1206), declara improcedentes las contribuciones especiales exigidas a los titulares de licencias de autotaxis en el marco de un Plan de Viabilidad y Modernización del Sector del Taxi, dado que en ningún caso pueden considerarse especialmente beneficiados por el establecimiento o ampliación de un servicio.

La sentencia del TSJ de Cataluña de 22 de mayo de 2007 (ponente Berberoff Ayuda, JT 1181) se refiere en parte a la tasa por la utilización privativa o aprovechamiento especial del dominio público local en mercado semanal del Ayuntamiento de Sant Feliu de Guixols para el año 2004. La sala desestima el recurso interpuesto por la asociación de comerciantes, fundamentado en que el estudio económico-financiero se limitaba a valorar el terreno ocupado con criterios medios de venta y aplicando ciertas ponderaciones hallar un valor diario de aprovechamiento medio, lo que no quedaba a su parecer justificado, además de ser desproporcionado. El TSJ rechaza el recurso sobre la base de la doctrina del Tribunal Supremo, que entendía que el valor de mercado como utilidad derivada del aprovechamiento especial era una fórmula clara. Analiza el caso concreto, justificando las ponderaciones efectuadas que tienen en cuenta ciertos costes indirectos que conlleva el mercado (personal, vigilancia, mantenimiento…)

La sentencia de 31 de mayo de 2007 (ponente Aragonés Beltrán, JT 1228), anula la Ordenanza Fiscal de una tasa municipal dado que en la memoria económica-financiera falta todo rigor en el planteamiento, formulando las cantidades incluidas como gastos o como estimación de ingresos.

La sentencia de 12 de junio de 2007 (ponente Galindo Morell, JT 1287) considera procedente la sujeción al Impuesto sobre el Incremento del Valor de los Terrenos aunque el terreno gravado no tenga valor catastral en el momento de la venta. En tal caso, ha de esperarse a que la Gerencia Catastral fijase el valor y actualizarlo al momento del devengo.

Y la sentencia de 18 de julio de 2007 (ponente Aragonés Beltrán, JT 1064) considera aplicable la exención en el Impuesto sobre el Incremento del Valor de los Terrenos en cuanto a la transmisión efectuada por una Fundación. Se considera aplicable el régimen especial de estas entidades ya que los rendimientos obtenidos por la entidad derivan de su patrimonio inmobiliario y no pueden considerarse producidos en el seno de una explotación económica.

C) Galicia

La sentencia del TSJ de Galicia de 31 de enero de 2007 (ponente D’Amorin Viéitez, JT 867) trata de la tasa por distribución de agua de Pontevedra, en el caso particular de distribución a otros municipios limítrofes, estimando en parte el recurso interpuesto por uno de esos ayuntamientos (Sanjenjo).

En la parte que más nos puede interesar, el ayuntamiento demandante solicita la declaración de nulidad de aquellos apartados de la Ordenanza Fiscal que vulneran o conculcan el principio de autonomía local, en concreto, el contenido del apartado d), del inciso 3, segundo, del art. 6 de la Ordenanza, al establecerse una cuota de consumo de 0,14 euros/m2, por el agua procedente de una determinada estación, que el Ayuntamiento demandado destina para disponibilidad y consumo de otros Ayuntamientos.

Señala el TSJ que “no basta para que surja el hecho imponible de la Tasa, como tributo local, con la prestación de un servicio público o la realización de una actividad, técnica o de otra índole, de la competencia del Ente local, sino que la prestación del servicio o la actividad administrativa de la competencia local deben reunir la nota de que "afecten o beneficien de forma particular a los sujetos pasivos" (…), de tal suerte que cuando el beneficio no es individualizado por referencia a persona o personas concretas sino que participa en él, de forma indiscriminada, la colectividad, no cabrá hablar de hecho imponible generador de tasas (…)”

Dicho esto, explica que esta es la circunstancia que concurre en el supuesto de autos, ya que “se trata de un suministro que no aprovecha específicamente a los citados Ayuntamientos como tales entes territoriales, sino al conjunto de los ciudadanos y entidades residenciados en sus respectivos términos municipales, y lo que la Ordenanza hace es regular una suerte de Tasa por tal suministro, con lo que ya se concluye que faltaría el hecho imponible de la Tasa, o dicho de otra forma, el Ayuntamiento demandado estaría regulando, a través de dicha Ordenanza, y bajo la apariencia de una tasa, cuya fijación compete sin duda al Ayuntamiento de forma unilateral, un precio de agua suministrada a otros Ayuntamientos para abastecimiento de la población, pues dicho suministro ya se produzca por acuerdo de los Ayuntamientos implicados, o bajo la fórmula consorcial u otra equivalente, requiere de la intervención y aprobación de la correspondiente Comunidad Autónoma, y el precio que se convenga no está liberalizado, sino intervenido, precisando, asimismo, la intervención del órgano competente fiscalizador de la Comunidad Autónoma”.
A la vista de lo cual, anula el precepto de la Ordenanza Fiscal.

El TSJ analiza en su sentencia de 21 de febrero de 2007 (ponente D’Amorín Viéitez, JT 806) la posibilidad de aplicar exenciones a las Universidades públicas en cuanto a las tasas por prestación de servicios urbanísticos. Se desestima el recurso.

Finalmente, la sentencia de 23 de enero de 2007 (ponente Costa Pillado, JT 862), anula la Ordenanza Fiscal reguladora de una tasa por las deficiencias en los estudios económico-financieros, que se limitaban a la mera indicación de los costes totales del servicio, sin especificar las partidas a que corresponden.

D) Andalucía

Mediante dos sentencias de fechas 22 y 26 de febrero de 2007 y (ponente Cardenal Gómez, JT 967 y JT 983), la sala de Málaga anula parte de la Ordenanza Fiscal que impone tasas por prestación de servicios y realización de actividades en relación con las licencias de auto-taxis. Se trata de una tasa anual, exigible a todos los taxistas, en cuyo hecho imponible se cita la revisión anual de los vehículos; la gestión de revocaciones; la autorización para sustitución de vehículos; inspección del ejercicio de la actividad; tramitación de la transmisión, concesión y expedición de licencias. La sala ve un impuesto encubierto de imposible exacción, aunque se centra en lo que concierne a la inclusión de los costes de la gestión de revocaciones (indemnizaciones) entre los repercutibles.

J) Aragón

La reseña de sentencias de nuestro TSJ se refiere al primer semestre del año 2007. Referiremos por este orden:

· las que tratan de cuestiones tributarias; 

· las que tratan de cuestiones propias de otros ingresos de Derecho público;

· las que tratan de cuestiones presupuestarias.

Comenzamos con la sentencia de 15 de enero de 2007 (ponente Servera Garcías, JUR 2008/63240): la sala se refiere al cálculo de la cuantía que da acceso al recurso de apelación contra sentencias de los juzgados de lo contencioso en materia tributaria, que debe contraerse al débito principal (cuota), sin incluir recargos, intereses de demora o costas. En la sentencia de 3 de mayo de 2007 (ponente Arias Juana, JUR 2008/53314) también se plantea una cuestión procesal: el Ayuntamiento de Benasque plantea una apelación contra la sentencia estimatoria del Juzgado, referida a una liquidación por algo más de 3.000 euros. Se considera posible la apelación en tanto en cuanto la sentencia recurrida venía a resolver –desestimándola- la impugnación indirecta de la Ordenanza Fiscal formulada por el obligado tributario. A pesar de ello, no mejora la posición que hubiera tenido con una inadmisión, ya que se le advierte al Ayuntamiento que el objeto de la apelación debe limitarse al contenido único que lo hace posible y, puesto que ya no se cuestiona la validez de la Ordenanza, la que debió ser inadmisión se convierte en causa de desestimación.

Fuera de estas cuestiones generales, nos acercamos en primer lugar a las tasas. Comentamos una nueva sentencia referida a las tasas por utilización del dominio público por empresas suministradoras de servicios, en la modalidad calculada a razón del 1,5 por 100 de los ingresos de la demarcación. En concreto, un episodio más en el que se ve afectado el Ayuntamiento de El Burgo de Ebro a consecuencia de la prestación de servicios a la papelera SAICA. Se trata de una sentencia de 13 de abril de 2007 (ponente Esteras Iguacel, JUR 2007/313710), que de nuevo desestima la apelación interpuesta por la compañía suministradora de gas. Aducía la mercantil que el eventual sujeto pasivo sería la titular de la red de distribución, la que ocupa efectivamente el dominio, y no la apelante que realiza una actividad de comercialización. La sala desestima la apelación aportando doctrina anterior del mismo Tribunal. De otra parte, el interés general de su actividad se pone de manifiesto en que es suministrador de una industria radicada en el municipio que tiene una enorme importancia en este ámbito. 

De nuevo se plantea la adecuación a derecho de la Ordenanza fiscal nº 17, del Ayuntamiento de Zaragoza, reguladora de las tasas por prestación de servicios de recogida de basuras para el año 2005, desestimándose las alegaciones de la parte recurrente. Se trata de la sentencia de 30 de mayo de 2007 (ponente García Mata, JUR 2007/312749).  La pretensión principal fue que se declarase la nulidad del epígrafe 12 de la Tarifa II, en cuanto se refiere a "lodos", y el epígrafe 14 de dicha Tarifa II, en cuanto se refiere a "residuos inertes, escombros, derribos y tierras". La demandante justifica su pretensión en que el Ayuntamiento de Zaragoza no contaba con autorización administrativa para eliminar residuos como estos en el Vertedero Municipal, lo que introducía dentro de la configuración del hecho imponible (a su parecer) actividades que son ilegales. 

Dice el TSJ que, al tener según la normativa sectorial la condición de residuos urbanos, entre otros, "los procedentes de la limpieza de las vías públicas, zonas verdes, áreas recreativas y playa", así como "los residuos y escombros procedentes de obras menores de construcción y reparación domiciliaria", cabe entender que, los lodos, son normalmente generables o, al menos, pueden razonablemente surgir tras la limpieza de una vía pública, una zona verde o un área recreativa, según las circunstancias existentes. Y, en el caso de los los escombros, residuos y tierras en las obras menores también pueden surgir con normalidad y habitualidad de los domicilios, especialmente si se trata de chalets.

Se añade que la adjudicataria de los servicios de limpieza pública, recogida de basuras y eliminación de residuos del Ayuntamiento de Zaragoza, dispone de autorización de la Comunidad Autónoma para la gestión de residuos no peligrosos (incluyendo urbanos y lodos de depuradora) en el centro de eliminación de residuos situado en la carretera a Valmadrid.

De manera subsidiaria, la recurrente había discutido la fórmula de cuantificación de la tasa, interesando la nulidad de la tasa de 1 euro/tm prevista en el epígrafe 14 de la Tarifa II. Entiende la recurrente que el Ayuntamiento de Zaragoza debía “proceder a fijar una tasa que retribuya a dicho Ayuntamiento por parte del productor del residuo la integridad de los gastos de gestión de los residuos mediante su eliminación en el Vertedero Municipal, incluyendo los gastos de mantenimiento del Vertedero Municipal tras la clausura del mismo y mientras exista la obligación legal de dicho mantenimiento”. El caso es que, sobre la base del principio quien contamina paga, aduce la ilegalidad de la cuantificación de la tasa por la circunstancia de que, según los informes que obran el expediente, el servicio resulta deficitario.

El TSJ, con acierto, se limita a recordarle la lectura del art. 24.2 del TRLHL (ecuación coste-rendimiento), y rechazando su pretensión al no superar la recaudación previsible el coste estimado del servicio.

La sentencia de 14 de febrero de 2007 (ponente García Mata, JUR 2008/62998), desestima por pérdida sobrevenida del objeto, la cuestión de ilegalidad formulada contra el artículo 7 de la Ordenanza núm. 13 del Ayuntamiento de Zaragoza (ejercicio 2005) que regulaba las tasas urbanísticas. Y es que sentencias anteriores (de 2006) ya habían anulado dicho precepto, en la medida que preveía que la base imponible de la tasa lo constituía el presupuesto de contrata y no el presupuesto de ejecución material. La sentencia de 25 de junio de 2007 (ponente García Mata, JUR 2007/310440) trata de nuevo de la legalidad o no de la Ordenanza núm. 13 para 2005, según el recurso deducido por la Federación de Empresas de la Construcción de Zaragoza. El sentido es similar al de otras sentencias que ya se han comentado anteriormente. 

En cuanto al Impuesto sobre Actividades Económicas, dos sentencias de 24 de mayo de 2007 (ponente García Mata, JUR 2007/312939 y JUR 2007/312934) rechazan el planteamiento de cuestión de inconstitucionalidad contra la redacción del impuesto resultante de la Ley 51/2002. Como se sabe, mediante esta ley se instrumentaron notables exenciones que desmontaron el gravamen del IAE para las personas físicas y, en general, las pequeñas empresas. Las recurrentes alegaban la vulneración de los principios de igualdad y capacidad económica y (sorprendentemente) de autonomía financiera de las entidades locales. 

Por lo que se refiere a las cuestiones propias de otros ingresos de Derecho público, mediante otra sentencia de 17 de enero de 2007 (ponente Juste Díez de Pinos, JUR 2008/63228), se desestima el recurso interpuesto por el Ayuntamiento de Obón en relación con la concertación de una operación de tesorería. La impugnación lo había sido por superar ampliamente el 30 por 100 de los recursos liquidados en el último ejercicio. El TSJ rechaza el recurso contra la sentencia del Juzgado, basado sobre todo en motivos de carácter procesal.

Finalmente, en cuanto a los aspectos presupuestarios, comento la sentencia de 20 de marzo de 2007 (ponente Serrano Bonafonte, JUR 2008/62737). En el origen de esta sentencia hay un problema enquistado entre el Ayuntamiento de La Puebla de Castro y la comunidad de propietarios de una urbanización. Se deduce de la resolución que el Ayuntamiento no quiso recibir las obras de urbanización, por entender que los promotores no habían cumplido con sus obligaciones contractuales, actuación municipal respaldada por varias sentencias de nuestro TSJ. A resultas de ello no presta servicios como el alumbrado público, limpieza diaria, abastecimiento de agua, alcantarillado, saneamiento, pavimentación, etc. La comunidad de propietarios mantiene vivo el asunto recurriendo (sin éxito) el Presupuesto municipal, en cuanto no consigna los créditos necesarios para la prestación a la urbanización de dichos servicios.

L) Canarias

El TSJ de Canarias, Las Palmas, desestima el recurso planteado contra el sistema de exenciones en el IAE implantado desde 2003 fundamentado en la vulneración del principio de igualdad. Es la sentencia de 9 de febrero de 2007 (ponente Gómez Cáceres, JT 739).

De otra parte, mediante sentencia de 13 de abril de 2007 (ponente Gómez Cáceres, JT 1008), se anula el artículo de una Ordenanza Fiscal correspondiente al Impuesto sobre Construcciones que extendía el hecho imponible, además de a las construcciones sometidas a licencia, a aquellas que, de acuerdo con la normativa urbanística canaria, se les daría cobertura mediante un informe municipal sobre la conformidad o no de la actuación con el planeamiento en vigor. Se trata de actos incluidos en proyectos de obras y servicios públicos de la Administración de la Comunidad Autónoma y los Cabildos Insulares.

Finalmente, la sala de Las Palmas considera aplicable la exención prevista para empresas con cifra de negocios inferior a un millón de euros a los supuestos de ausencia de actividad (sentencia de 6 de julio de 2007, ponente Suárez Tejera, JT 1343).

M) Navarra

La sentencia del TSJ de Navarra de 9 de marzo de 2007 (ponente Pueyo Calleja, JT 1204) declara la sujeción al IVA de la transmisión por el Ayuntamiento de Pamplona de una parcela resultante de una actuación urbanística llevada a cabo a través de una Junta de Compensación de carácter fiduciario, dado el carácter empresarial de los miembros de la Junta. No se encuentra exenta, dado que, al haber satisfecho los correspondientes gastos, el Ayuntamiento se hizo, a efectos del IVA, promotor de la urbanización: en tal caso, aunque el terreno estuviera en curso de urbanización, no es aplicable la exención prevista para los terrenos que no tengan la condición de edificables. 

P) Madrid

Mediante tres sentencias de fecha 13 de febrero y 13 y 25 de abril de 2007 (ponentes Gallardo Martín de Blas, De la Peña Elías y Cadenas Cortina, JT 758, 1118 y 749), el TSJ de Madrid estima el recurso interpuesto por varios Ayuntamientos y por el órgano correspondiente de la Diputación contra resolución del Ministerio de Hacienda por la que se les había denegado la compensación por la concesión de una bonificación del 95 por 100 en el IBI derivado no de la Ley de Haciendas Locales, sino de Decretos de adjudicación de autopista.

5. Tribunales Económico-Administrativos 

Hemos recabado algunas resoluciones de tribunales económico-administrativos municipales, creados a la luz de la llamada Ley de Grandes Ciudades.

El Consejo Económico-Administrativo de Cartagena (resolución de 1 de febrero de 2007), aplica el criterio según el cuál para poder exigir tasas por utilización del dominio público, el contribuyente debe ser beneficiario de la ocupación, lo que no sucede en el caso de contratistas que efectúan obras de construcción ocupando parcialmente los viales. De manera que las liquidaciones han de ser giradas al dueño de la obra.

Según el Jurado Tributario de Valencia (resolución de 16 de julio de 2007), acredita de manera suficiente la minusvalía a efectos de la exención en el IVTM el hecho de que el titular del vehículo sea pensionista de la Seguridad Social por incapacidad permanente en grado de absoluta.

III) OTROS DOCUMENTOS RELEVANTES. 

Otros trabajos parlamentarios

La Ponencia de estudio de la financiación local, constituida en el Senado, ha evacuado un informe que se ha publicado en el BOCG (Senado) de 17, 18 y 26 de diciembre de 2007.

En él se reflejan las comparecencias que se han ido realizando y como conclusión al mismo una serie de medidas propuestas en orden a la reforma de la hacienda local. Enumero algunas de las medidas propuestas:

· Acometer la reforma de la hacienda local en paralelo a la reforma de la financiación autonómica. 

· Identificar las competencias que están siendo ejercidas impropiamente por los entes locales, para exigir su asignación financiera.

· Dotar a las entidades locales de mayor autonomía en el espacio fiscal propio.

· Redefinir y aumentar la capacidad de las tasas para cubrir los servicios correspondientes.

· Incorporar a los tributos locales criterios medioambientales.

· Miniminzar los beneficios fiscales en el IBI.

· Buscar alternativas al actual sistema de valoración catastral que permitan una actualización permanente de los valores base de este impuesto.

· Reformular el IAE o eliminarlo, compensando entonces a las entidades locales.

· Reforzar el carácter patrimonial y medioambiental del IVTM.

· Introducir mejoras técnicas en el ICIO, en particular, considerando sustituto al dueño del inmueble, y modificando la regulación de la base imponible.

· Introducir mejoras técnicas en el IIVTNU: a) buscar valores de mercado y no administrativos; b) gravar también las construcciones; c) evitar algunas economías de opción.

· Descentralizar la gestión de censos, padrones y matrículas.

· Actualizar y depurar la regulación de la tasa al 1,5% que se exige a las empresas suministradoras por el aprovechamiento especial del dominio público.

· Revisar la participación en los ingresos del Estado, de manera que no sólo se dependa de la población, sino también de las necesidades reales de financiación. En todo caso, actualizar permanentemente el valor población. 

· Regular la participación local en los ingresos de las CCAA.

· Articular un sistema para la recuperación del IVA pagado.

· Acomodar la normativa de estabilidad presupuestaria, introduciendo las matizaciones que se incorporaron para las CCAA.

· Ceder a las CCAA de la regulación de las figuras locales y la regulación del reparto de alguna parte de algunos tributos estatales que se les ceden a aquéllas.

· Atender a las problemáticas especiales de entidades locales especiales: municipios rurales, turísticos, de montaña, afectados por grandes infraestructuras.
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